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I.- INTRODUCCIÓN. 
 
Durante los últimos lustros la participación ciudadana ha sido objeto de atención de 
la política, las leyes, las administraciones, la investigación, etc. Esta atención quizás 
no sea nueva por el valor añadido que siempre aporta la participación a un sistema 
político democrático, pero sí, en cambio, ha calado hondo en múltiples escenarios. 
Ciertamente un régimen democrático siempre tendrá que habérselas con la 
participación, pues su propia legitimidad como régimen depende en gran medida de 
la vinculación de los gobernantes con los gobernados. En los últimos lustros dicha 
vinculación ha sido valorada negativamente, lo que ha generado un ánimo inclinado 
a fortalecer la participación en la gestión pública como instrumento adecuado para 
mejorar aquella vinculación. De alguna manera, esta inclinación por dar a la 
participación una mayor cobertura institucional rebasa la habitual forma de 
comunicación de las democracias representativas a través de los comicios 
electorales, extendiéndola en los periodos entre elecciones. La atención prestada a la 
participación ha concentrado así energías diversas que han llevado la participación a 
múltiples escenarios desde los cuales se ha planteado como un valor indispensable 
de legitimación. Este aspecto ha permeabilizado las estructuras políticas 
hondamente, siendo posible observar empíricamente los esfuerzos por ampliar la 
cobertura administrativa a la participación desde los años noventa del siglo pasado, 
tanto en España como en Europa. 
 
Uno de los problemas centrales que se tiene en mente al plantear la importancia de 
la participación en la vida pública es precisamente el sostén de la vida democrática, 
el cual ha tendido a cristalizar durante estos últimos años alrededor de la 
participación, variable que para partidos, administradores y especialistas se ha 
utilizado como indicador del vigor y la actitud democráticas de la ciudadanía. 
Dentro de la política progresivamente ha ido ocupando un lugar central la idea de 
que es ella y a través de ella como se aprecia la posibilidad del desarrollo 
democrático, transformando ligeramente las relaciones típicas de la ecuación 
democrática tradicional. Por ejemplo, hasta hace bien poco, un país democrático era 
aquél que detrás suyo tenía un aparato económico fuerte y con potencial suficiente 
como para establecer procesos democráticos. El informe de Desarrollo Humano 
elaborado por el PNUD en el año 2002 planteaba explícitamente una relación 
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inversa. Cualquier país con un buen desarrollo económico es aquél que tiene detrás 
suyo un buen funcionamiento democrático. De este modo la democracia pasa a ser 
causa y no efecto de condiciones previas. Argumento defendido ampliamente por el 
premio nobel de economía Amartya Sen. La importancia de este giro se sostiene en 
estudios económicos y sociológicos que redundan en la importancia que tiene la 
implicación (participación) de la ciudadanía en los asuntos que la afectan, 
convirtiendo la democracia y, por extensión, la participación ciudadana, en la 
condición necesaria para el desarrollo de una comunidad en cualquier ámbito 
humano (político, económico, social, artístico, etc.). No todo el amplio espectro de 
las ideas contemporáneas estará de acuerdo con esta relación y mucho menos habrá 
acuerdo sobre el grado o el umbral que marca el nivel óptimo de participación. Sin 
embargo, la importancia de la participación es sostenida por actores muy diversos 
(de ramas del conocimiento diferentes), por organismos internacionales y por los 
mismos actores públicos, lo que ha generado un escenario en el que la participación 
concentra no sólo una gran atención, sino también un carácter de legitimación cuasi 
necesario para cualquier forma de gobierno democrático. 
  
Así, durante este periodo la participación ciudadana ha culminado por ser en los 
análisis oficiales y académicos un fenómeno con serias implicaciones sobre la 
estructura social y política de las comunidades contemporáneas. La consecuencia 
más visible es la conversión de la participación en una pieza crucial del debate 
político y la democracia, acaparando iniciativas de los legisladores y las 
administraciones encaminadas a mejorar el proceso democrático, a través, por 
ejemplo, de mejorar la participación ciudadana. 
 
En el documento que se presenta se pretende un doble objetivo. Por un lado, hacer 
una síntesis del debate actual sobre la participación, a partir de diferentes iniciativas 
en Europa en el ámbito administrativo y legislativo, con el objetivo de retratar 
genéricamente las tendencias actuales en la participación. Por otro lado, presentar 
una descripción de la evolución de la participación en España dentro de este 
contexto y del que todas las regiones y administraciones españolas están en mayor o 
en menor medida afectadas. 
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II.- CONTEXTO DE LA PARTICIPACIÓN. 
 
a) La reconceptualización de la participación. 
 
En términos generales, se puede constatar hoy en el discurso institucional la confianza y 
el deseo de mejorar la eficiencia y la calidad democrática de las administraciones. Uno 
de los elementos cruciales en este discurso es la incorporación de la ciudadanía a los 
sistemas de gestión pública, atribuyendo a la participación una dimensión semántica 
aparentemente nueva. Los procesos de reformas en la Administración y en los marcos 
legislativos, por ejemplo, de muchos países europeos, iniciados durante los últimos 
años, han tenido una fuerte motivación en el deseo de aumentar la legitimidad de las 
decisiones administrativas. Aquí, uno de los elementos barajados en esta dirección ha 
sido precisamente incrementar la representatividad de aquéllas mediante mecanismos de 
participación que cualificaran las decisiones tomadas.  
 
No obstante, es fácil detectar argumentos nuevos a la hora de hablar de la participación 
ciudadana con relación a la tradicional forma de concebir la participación. Desde los 
años noventa del siglo pasado es fácil observar el cambio que adquiere la interpretación 
de la participación a partir de los cambios sociales contemporáneos. Por eso 
habitualmente se habla de nuevas formas de participación, que indudablemente no son 
sustitutivas, sino que se solapan con aquellos mecanismos de participación ya 
existentes. 
 
Las diferencias con anteriores procesos de participación son importantes. Se nutren en 
gran medida de las consideraciones que la Administración hace en torno al cambio 
social contemporáneo, a partir del cual los tradicionales esfuerzos administrativos 
inclinados a fomentar la participación consultiva e informativa se dirigen ahora también 
hacia procesos de participación deliberativos y, en algunos casos, alrededor de la toma 
de decisiones. De alguna manera se vindica una mayor actividad ciudadana en todas las 
etapas del proceso político. Así diferentes instituciones públicas de carácter 
internacional como la OCDE (2001), el PNUD (2002), el Comité de Ministros del 
Consejo de Europa (2001) o el Banco Mundial, durante los últimos años han 
incentivado y recomendado la adopción de medidas de participación encaminadas a 
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implicar a la ciudadanía en la gestión pública. Todos estos organismos piensan que 
avanzar en la participación ciudadana debiera ser un objetivo común, entre otras cosas 
porque a través de ella es posible 1) acrecentar la legitimidad de las instituciones 
públicas y las administraciones, 2) aproximar las administraciones a la ciudadanía, y 3) 
profundizar la democracia, desde la concepción de una ciudadanía activa, como parte 
del desarrollo humano. El informe realizado por el Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo en el año 2002 lo expresa como sigue: “La libertad política y la capacidad 
de participar en la vida de la propia comunidad son tan importantes para el desarrollo 
humano como la capacidad de leer y escribir o de disfrutar de buena salud (…) Ser 
capaz de participar en la vida de la propia comunidad –obteniendo el respeto de los 
demás y teniendo voz en las decisiones- es fundamental para la existencia humana” 
(PNUD, 2002: 52).  
 
El proceso señalado por el PNUD cristaliza la emergencia de un nuevo espíritu que 
abraza la participación de la ciudadanía de un modo renovado. En este sentido, la 
Recomendación (2001) 19 elaborada por el Comité de Ministros del Consejo Europa 
(en adelante CMCE) es muy significativa, bajo el título “La participación de los 
ciudadanos en la vida pública local”.  Su redacción parte de un diagnóstico basado en la 
desafección pública y la aparente desvinculación de la ciudadanía de lo público, lo cual 
se concreta para el Comité en tres puntos (CMCE, 2001: 10):  
 
1) declive del interés público y sentimiento de hastío hacia la política; 
2) dificultad de implicar a la ciudadanía mediante formas populares de consulta y 
participación, y 
3) debilidad de las instituciones representativas locales, lo que disminuye la 
eficacia, la transparencia y la responsabilidad. 
 
La identificación de tales fenómenos no conduce, sin embargo, a una conclusión 
negativa. Para el CMCE la regularidad de tales fenómenos a lo largo de los años 
evidencia, por el contrario, un posible cambio de cultura política, manifestado mediante 
el alejamiento de la ciudadanía de formas políticas posiblemente sentidas como 
obsoletas. De este modo, el diagnóstico señalado abre para el CMCE el camino a 
considerar nuevos elementos en la vida política y pública, relacionados con los cambios 
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dados por las sociedades contemporáneas. En este sentido, el CMCE se pregunta por la 
veracidad de la hipótesis que redunda en el declive del capital social o la desvinculación 
de la ciudadanía respecto a los asuntos públicos, pues, siempre según el CMCE, “parece 
exagerado y poco constructivo dibujar un cuadro tan sombrío de la vida social 
moderna” (2001: 12). El espíritu que recorre la Recomendación (2001) 19 nos habla de 
que el sistema político puede verse afectado por ese desarrollo en su núcleo de acción. 
Sin embargo, también es posible desvelar una tendencia diferente que reclamara un 
cambio en la concepción de la gestión pública: “es posible que los ciudadanos sean 
menos confiados, especialmente frente a los poderes públicos, pero esta evolución no es 
necesariamente negativa, porque puede reflejar una mayor propensión a poner en 
cuestión al gobierno y a pedirle cuentas. Es posible que los ciudadanos escojan con más 
cuidado los motivos por los que están dispuestos a movilizarse y que sus opciones sean 
más diversificadas. Sin embargo, también en este caso esta evolución podría reflejar 
menos una erosión del espíritu comunitario que un reconocimiento de la diversidad de 
intereses y del deseo más firme de pensar por sí mismo” (CMCE, 2001: 12) 
 
Para el CMCE, ni la globalización, ni el declive del capital social, ni la disminución del 
compromiso cívico “constituyen explicaciones decisivas del estado actual de la vida 
pública local” (2001: 12). Estos elementos los podíamos encontrar, por el contrario, 
insertados en unas prácticas sociales que sí que plantean a los poderes públicos una 
mayor responsabilidad y formación democrática. Para el CMCE no se trata de eludir, ni 
ignorar, la existencia de cierta apatía social, ciertamente observable, sino señalar los 
horizontes que parecen emerger de los problemas apuntados. Y es este horizonte el que 
pareciera indicar más “una evolución hacia una nueva forma de política en el nivel local 
que un simple declive”. El CMCE apoya sus conclusiones en la idea de un cambio 
social que lleva a la ciudadanía a cambiar sus formas de implicación en el espacio 
público. Conocer esta nueva inclinación y responder a ella es la tarea que las 
administraciones europeas tendrían que hacer. Para el CMCE la ciudadanía en Europa 
se inclina por 1) formas directas de participación, 2) una participación informal y 
flexible, y 3) una participación puntual más que un compromiso continuo, lo cual 
supone ciertamente un desafío considerable para las estructuras tradicionales de 
participación (CMCE, 2001: 12). 
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Como respuesta al desafío sugerido, el CMCE amplía explícitamente el campo 
semántico asociado hasta ahora a la participación ciudadana y cercenado, por un lado, a 
los ámbitos de información o consulta y, por otro lado, a organizaciones estables y 
cerradas. Sin negar su vigencia e importancia en el escenario actual, el CMCE considera 
la participación también desde la implicación (involment, engage) y la participación 
directa en la gestión pública, así como a partir de nuevos agentes que hacen valer su 
derecho a decidir por sí mismos y participar fuera de las estructuras tradicionales. No 
falta en la redacción, de todos modos, un sentido estratégico dirigido a ampliar los 
horizontes de los esfuerzos administrativos para dar respuesta a los nuevos problemas 
con los que el sistema política se enfrenta: “En un mundo en el que los ciudadanos han 
adquirido más conocimientos y donde las nuevas tecnologías de la información y de la 
comunicación permiten la rápida difusión de los conocimientos teóricos y prácticos, el 
compromiso directo de los ciudadanos en la vida política es más importante que antes. 
La cuestión estratégica para los ciudadanos es la de saber cómo organizar la 
participación directa de forma que se mejore la toma de decisiones y la prestación de 
servicios locales, en vez de disminuir su calidad. Los medios de los que se dispone hoy 
en día permiten a los ciudadanos pronunciarse sobre varias cuestiones todos los días de 
la semana” (CMCE, 2001: 14) 
 
Para comprender la latitud del giro que se realiza puede que el Informe Citizens as 
partners escrito por la OCDE en el 2001 ofrezca claves esclarecedoras. El Informe de la 
OCDE acentúa la necesidad que sus países miembros tienen, y van a tener en el futuro, 
de implementar medidas políticas inclinadas en esa misma dirección, siempre y cuando 
queramos preservar la democracia y la eficiencia administrativa. Este Informe puede 
resultar hasta rotundo, planteando unos objetivos que quieren explícitamente tomar 
distancia respecto a las acciones hasta ahora habitualmente emprendidas para implicar a 
la ciudadanía en la gestión pública. Quizás por su carácter tradicionalmente económico, 
la redacción de un Informe que asocia la participación a la implicación directa de la 
ciudadanía en los procesos de toma de decisiones políticas (OCDE, 2001: 21), más que 
en la mejora de provisión de los bienes públicos, señale en buena medida la importancia 
adquirida por la participación: 
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“La relaciones entabladas entre los gobiernos y los ciudadanos mayoritariamente 
se concretan en frecuentes contactos en la provisión y consumo de servicios 
públicos. De hecho, los esfuerzos para construir una administración responsable 
en los países miembros de la OCDE se han centrado por mucho tiempo en 
mejorar esta relación fundamental –una que sigue siendo igualmente importante 
hoy. La reciprocidad (feedback) entre ciudadanía y provisión de servicios 
públicos aporta una fuente importante de información a los gobiernos, pero los 
ciudadanos también están buscando otras formas más directas de recibir 
información sobre y participar en los procesos de toma de decisiones políticas” 
(OCDE, 2001: 21)  
 
El objetivo perseguido por el Informe de la OCDE es fomentar que las administraciones 
y los gobiernos adopten nuevos mecanismos de gobierno a partir de una nueva matriz 
relacional en la que la ciudadanía ya ocupa un papel privilegiado. Por un lado la 
globalización sitúa a los gobiernos nacionales en una zona ambigua, con algunas de las 
competencias tradicionalmente propias en manos de procesos de índole internacional. 
Proceso que se agudiza en ámbitos territoriales inferiores. Por otro lado, las nuevas 
tecnologías no sólo han aumentado la capacidad gubernamental para operar, sino que 
también han elevado las expectativas ciudadanas sobre los objetivos, la calidad y la 
respuesta del gobierno. En este sentido las políticas cada vez más tienen que 
contextualizarse en escenarios interdependientes en los que los gobiernos son 
presionados para desarrollar políticas integrales y más horizontales. Al contrario de lo 
que cabría esperar el aumento de complejidad no puede ser una razón, según la OCDE, 
para hacer innecesaria la información o limitar el debate público, sino todo lo contrario, 
“los gobiernos deben hacer todo el esfuerzo para proveer a los ciudadanos con 
información clara y entendible sobre las opciones políticas posibles, mientras se evita el 
riesgo de la sobresimplificación” (OCDE, 2001: 76). Igualmente, se plantea el desafío 
que supone un escenario social en el que el interés público se fragmenta crecientemente 
y en el que habrá que considerar como elemento significativo las relaciones entre las 
organizaciones ciudadanas y la ciudadanía individual con el objetivo de tratar la 
formación colectiva de la voluntad política en un medio heterogéneo, en el que la 
ciudadanía individualmente emerge como actor a ser considerado (OCDE, 2001: 76). 
 
La coincidencia de los Informes anteriores en afirmar y subrayar la consideración de 
formas directas de participación no se apoya en la imagen de un “activista” tradicional, 
sino en un cambio del escenario participativo. Desde aquí se plantea la necesidad de 
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crear nuevos mecanismos de participación más flexibles, capaces de adecuarse a una 
participación más puntual, que no requiera un compromiso continuo (CMCE, 2001: 12). 
La participación de la ciudadanía no plantearía en este sentido una alternativa al 
gobierno representativo; más bien se atribuye a las instituciones representativas nuevas 
tareas encaminadas a abrir los canales en que se apoyan las decisiones públicas, 
abriendo las mismas a un proceso de diálogo con la ciudadanía. Para ello, los informes 
son conscientes del esfuerzo necesario que las administraciones tendrían que hacer, pues 
habría que ampliar y consolidar la información disponible para poder participar, habría 
que hacer que los mecanismos de participación fueran transparentes y universales 
(teniendo como objeto toda la ciudadanía organizada y no organizada) y, sobre todo, 
tendría que ser claro el grado de relación e influencia de la participación con la toma de 
decisiones.  
 
 
b) La modernización administrativa en Europa. 
 
Entre los años sesenta y setenta del siglo pasado podemos hablar del dominio de una 
concepción administrativa burocrática, en la que la provisión de bienes públicos partía 
de diagnósticos técnicos elaborados por expertos (Navarro, 1998). La provisión de 
bienes públicos, así como sus características, se dirigían a grupos delimitados afectados 
por problemas específicos. La lógica de la Administración se nutría, en este caso, del 
análisis de especialistas y sus interpretaciones. La ciudadanía es considerada aquí un 
actor vinculado directamente al proceso político mediante los procedimientos de 
selección de los representantes políticos, asignándole un papel pasivo respecto al 
espacio público y la formación de la voluntad política. Más allá de su participación 
electoral, la ciudadanía era contemplada como objeto de los especialistas. Desde 
mediados de los años setenta, pero de forma prominente a lo largo de los años ochenta, 
la lógica interna de la Administración experimenta un progresivo cambio, que aún hoy 
persiste, mediante la incorporación de las preferencias individuales de la ciudadanía 
como norma de funcionamiento, las cuales empiezan a considerarse fuente de la 
provisión de bienes públicos. Poco a poco, lo que se dio en llamar la Nueva Gestión 
Pública (NGP) ha ido modelando el perfil de las administraciones incorporando 
métodos de gestión propios del sector privado (Pollit y Bouckaert, 2000).  
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De forma generalizada, la NGP ha perseguido incrementar la eficiencia de la 
Administración, actuando, por un lado, en la consolidación de su capacidad financiera, y 
adecuando, por otro lado, la provisión de los bienes públicos a las necesidades 
ciudadanas. Con relación a lo primero, el objetivo ha sido hacer que la Administración 
se rigiera por una lógica de costes-beneficios, y respecto a lo segundo  se ha pretendido 
que la provisión de bienes públicos fuera el resultado de un proceso de oferta y 
demanda. Bajo estas dos grandes premisas, las reformas internas de la Administración 
durante los últimos veinte años han sido considerables en todas partes. El efecto más 
sustantivo que podemos substraer de dicho proceso podría sintetizarse en la nueva 
función que adopta la ciudadanía mediante su rol como cliente de los servicios que 
presta la Administración. Ahora bien, la consideración de los individuos como un factor 
básico en la configuración de la gestión ha alentado a la Administración tanto a 
incorporar técnicas de gestión similares a las que se aplican en el sector privado, como a 
la búsqueda de diseños de organización pública más participativos (Peters, 2002). 
 
Los criterios impulsados por la progresiva adopción de las pautas de la NGP dirigieron 
los esfuerzos de las administraciones a mejorar los elementos internos de las mismas, 
con el objetivo de establecer las condiciones para que emergiera un cuerpo autónomo 
inclinado a alcanzar la suficiencia económica. De este modo se fortaleció la 
configuración de la Administración como sistema autónomo, lo cual implicaba de suyo 
un problema sobre el tipo de vínculos establecidos con el entorno. La sola apreciación 
de un entorno hacia el cual hay que establecer vínculos, además de presuponer la 
autonomía de la Administración, crea un juego de interrelación con un espacio que 
atribuye a la ciudadanía una función relevante. En este sentido, la Administración se 
fragua como entidad que oferta servicios y bienes públicos, mientras que la ciudadanía, 
como entorno, se configura como actor en el espacio público. La posibilidad de 
configurar unos u otros vínculos con el entorno hizo que, desde la Administración, se 
adoptaran paulatinamente medidas distinguiendo dos planos de actuación según 
prevaleciera una visión individual del los elementos del entorno, como cliente (usuario 
y consumidor) de aquélla, o una visión política del mismo como ciudadanía asociada a 
delimitar los fines de la Administración. Los mecanismos relacionados al segundo plano 
persiguieron dar voz a la ciudadanía en términos deliberativos y no mediante 
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regulaciones mercantiles, lo que ciertamente se enfatizó desde mediados de los años 
noventa.  
 
A finales de esa década, en un momento en el que ya empieza a cobrar una atención 
fuerte la crisis de confianza de la ciudadanía hacia la política, los criterios de la NGP 
experimentan algunos cambios dirigidos a reforzar la eficiencia de la gestión mediante 
el desempeño, la gestión por procesos y las relaciones con el entorno. La perspectiva 
asociada al ciudadano recaba mayor atención, lo que se refleja bien en la forma 
adoptada para hacer referencia al entorno. Ésta tradicionalmente hacía mención sólo al 
cliente, pero ahora se formalizará crecientemente mediante el binomio 
cliente/ciudadano. Si bien esta evolución expresa la ambivalencia de la figura ciudadana 
con respecto a los objetivos de la NGP, no deja de representar un límite borroso tras el 
cual se esconde una frontera, parcialmente asumida, que no pueden atravesar los 
métodos de gestión propios del mercado. Esta significación borrosa desvela una 
inclinación a asumir diferentes roles de la ciudadanía, acentuando tanto el perfil de un 
individuo atravesado por un comportamiento económico, como el perfil de un 
ciudadano asociado al interés público. En este sentido el Modelo CAF (en inglés 
Common Assessment Framework), elaborado en el 2000 por la Unión Europea para 
promover la reforma de la gestión pública basada en los procesos de Calidad Total, 
describe con precisión esa fluida línea entre el cliente y el ciudadano: 
 
“Las organizaciones del sector público tienen una compleja relación con el 
público que en algunos casos puede caracterizarse como una relación con 
clientes (sobre todo en el caso de la prestación directa de servicios por parte de 
las organizaciones públicas), mientras que en otros debe describirse como una 
relación con ciudadanos, en la que la organización está llamada a determinar y 
hacer respetar el entorno en el que se desarrolla la vida social y económica. 
Como las dos facetas no pueden siempre separarse claramente, describiremos 
esta compleja situación como una relación de cliente/ciudadano. Los 
clientes/ciudadanos son los receptores o beneficiarios de la actividad, los 
productos o los servicios de las organizaciones del sector público y deben 
definirse como los usuarios básicos de los servicios prestados, aunque no 
debemos ceñirnos exclusivamente a esta definición” (Modelo CAF, 2003: 34) 
 
 
Poco a poco, la Administración adopta un perfil “híbrido”, como cuenta Evans (2003), 
con el que aquélla se ve impelida a combinar una lógica burocrática, basada en la 
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meritocracia y la previsibilidad de sus acciones, con una lógica de mercado, cuyas 
señales abracen la distribución de los recursos, y una lógica participativa, desde abajo, 
que garantice que los resultados de la Administración reflejen las necesidades y deseos 
de los ciudadanos. Esta valoración del enfoque ciudadano en el corazón de la NGP ha 
alentado innovaciones administrativas destinadas a plantear la ciudadanía como un tema 
central, sobre el que habría que dar una respuesta seria y acorde al pulso de los cambios 
sociales, lo que se traduce progresivamente en una atención hacia los mecanismos 
dirigidos precisamente a consolidar las relaciones de la Administración con la 
ciudadanía. 
 
Actualmente, los intentos por mejorar la Administración desde la perspectiva de la NGP 
se han consolidado mediante los certificados de calidad. Utilizados como herramientas 
de evaluación, con ellos se pretende impulsar las reformas desde dentro. El espíritu que 
rodea las evaluaciones tiene como referencia los procesos de gestión de Calidad Total 
del sector privado. En este caso, se trata de evaluar el desempeño de las organizaciones 
públicas desde diferentes ámbitos, con el objetivo de estimular a las propias 
organizaciones a que emprendan reformas orientadas a mejorar la gestión pública, pero 
desde su propia configuración previa. Habitualmente se toma como referencia los 
certificados de calidad ISO 90001 o el Modelo EFQM de Excelencia2, sin embargo a 
partir de ellos se han desarrollado diversos Modelos “compatibles”, libres de marca y, 
por tanto, con un coste de aplicación inferior.  
 
La “liberación” de los modelos de referencia ha impulsado a las Administraciones 
centrales ha diseñar modelos de evaluación propios dirigido al resto de organizaciones 
de su entorno, dentro de Planes Generales de Calidad que suelen incorporar premios a la 
calidad y a las mejores prácticas con el objetivo de estimular su aplicación. Un ejemplo 
es el Marco Común de Evaluación (el Modelo CAF) impulsado por los Ministros 
responsables de Administración Pública de la Unión Europea en la primera Conferencia 
Europea de Calidad para las Administraciones Públicas, celebrada en mayo del 2000 en 
Lisboa. Las iniciativas, no obstante, se han extendido también entre Administraciones 
                                                 
1 La serie de normas ISO 9000 nacieron en 1987 de la mano de la Organización Internacional de 
Normalización con el objetivo de consolidar las diferentes concepciones de calidad y unificar criterios. 
2 Fundación Europea para la Gestión de Calidad (EFQM en inglés European Foundation for Quality 
Managment). 
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de otros niveles territoriales, diseñando modelos propios dirigidos a evaluar y mejorar 
las organizaciones públicas desde una perspectiva “más cercana” y comprensiva con las 
singularidades “socioculturales”. En Alemania, por ejemplo, la Asociación de 
Municipios para la Reforma de la Gestión (KGSt en sus siglas en alemán) desde 
principios de los años noventa ha promocionado la evaluación de las organizaciones 
públicas locales, favoreciendo la creación de una red intermunicipal de acuerdo a unos 
criterios propios, aunque compatibles con el Modelo EFQM, referencia básica en las 
comparaciones y evaluaciones (Reichard, 2002: 8). En España, en 1998, un conjunto de 
directivos de diferentes niveles de la Administración Pública crearon el Observatorio 
para la Calidad de los Servicios Públicos (OCSP) con el objetivo de promover los 
procesos de Calidad Total a partir de unos criterios “lo más adaptados posibles a la 
situación y la sensibilidad de los diversos servicios públicos de nuestro país” (OCSP, 
2003: 4). No obstante, podemos hablar de un cuerpo común de criterios que responden a 
los propios cambios experimentados por las reformas de la NGP a lo largo del tiempo. 
La disposición por adaptar los criterios a un entorno específico ha impulsado diferencias 
entre modelos, pero éstas se reflejan, sobre todo, en el peso relativo otorgado a unos u 
otros elementos dentro de la evaluación. Así, por ejemplo, mientras la lógica costes-
beneficios es un elemento central a la hora de valorar la Administración con relación a 
la gestión financiera, el peso dado a la misma puede variar. Del mismo modo que 
elementos como la evaluación de las relaciones con el entorno pueden recabar un mayor 
o menor peso relativo, pero en todos los modelos de evaluación están presentes.  
 
La extensión de las prácticas asociadas a la NGP es desigual, aunque muy generalizada. 
La creación de organismos autónomos, dependientes de la Administración, pero con 
personalidad jurídica propia, y empresas públicas sujetas al derecho privado mercantil, 
ha sido una práctica muy extendida, que ha orientado la gestión de las administraciones 
hacia la adopción de regulaciones mercantiles. Las reformas internas impulsadas por la 
NGP y el estímulo a asumir la influencia de las regulaciones mercantiles han supuesto 
una pequeña revolución en las Administraciones durante los últimos veinte años. Sin 
embargo, los cambios sociales y la propia experiencia de las reformas ya aplicadas ha 
empujado a las Administraciones a acentuar el enfoque orientado a la ciudadanía y su 
articulación con la Administración, en detrimento de una concepción más radical de 
gestión ‘puramente’ mercantil. Por ejemplo, en el Modelo de Ciudadanía diseñado por 
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el OCSP el bloque destinado a evaluar las relaciones con la Sociedad representa en el 
sistema de evaluación casi la mitad de la puntuación ponderable.  
 
Esta evolución a considerar progresivamente más las relaciones con la ciudadanía es 
evidente desde la propia percepción de los empleados públicos. En un estudio realizado 
por la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP) en el año 2002, 
mediante una encuesta postal a municipios mayores de 20.000 habitantes, se expresaba 
la preferencia que tenían los Entes Locales por aplicar Modelos que implicaran una 
ponderación de estos criterios más elevada, como sería en este caso el Modelo CAF 
frente al Modelo de Excelencia de la EFQM (FEMP, 2002: 19). En este sentido, la 
Asociación de Municipios para la Reforma de la Gestión (KGSt) en Alemania a partir 
de 1995 empezó a construir un concepto de la NGP sobre nuevos elementos que dieran 
una mayor relevancia a la orientación hacia la ciudadana y la implicación de los 
empleados (empowerment) en la gestión pública (Reichard, 2002). 
 
Si analizamos los procesos emprendidos por las administraciones locales en España, 
“muy difundido” entre ellas siguiendo las conclusiones del estudio de la FEMP (2002)3, 
podemos dar cuenta del alcance de la evolución. En general, se puede concluir que la 
orientación a la ciudadanía es elevada, aunque se vincula en mayor medida a la mejora 
de los procesos de calidad en la producción y oferta de bienes públicos, así como la 
defensa de los intereses del ciudadano. Esto hace que prime, al igual que plantea 
Reichard (2002) con relación a las administraciones locales en Alemania, el cliente, 
aunque en definitiva no reste alcance a la existencia de una mayor preocupación por la 
ciudadanía, pues como concluye el estudio de la FEMP la mejora tiene que descansar en 
que “la calidad empiece y acabe situando al ciudadano en el centro de los procesos y los 
problemas” (FEMP, 2002b: 32).  
 
En este sentido, junto a las últimas versiones de la NGP, inclinadas a privilegiar cada 
vez más el sentido y las relaciones con la ciudadanía globalmente, se habla de un nuevo 
escenario político asociado a una nueva forma de gobernar. El nuevo escenario se dirige 
                                                 
3 Según el estudio cerca del 96% de los municipios españoles habían emprendido alguna experiencia de 
Modernización y Calidad. Para el 66% se trataría de un Plan Estructurado, mientras que para el 32% 
serían actuaciones aisladas (FEMP, 2002: 29) 
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explícitamente a modelar la gestión política bajo las caracterizaciones de la sociedad 
contemporánea, en lo que se ha denominado la nueva Governance. Ésta atribuye un 
perfil a la Administración matizado con relación a las prioridades de la NGP, aunque en 
ningún caso ajeno a los elementos que caracterizan su propia evolución. Mediante la 
governance se pretenden cristalizar los desafíos a los que se enfrentan las 
organizaciones públicas frente a los cambios políticos, sociales y económicos 
experimentados durante los últimos decenios, lo que ciertamente no hace sino fortalecer 
los nuevos elementos incorporados por la NGP. Se hace hincapié en las implicaciones 
que los cambios van a tener sobre las organizaciones públicas, demandando un diseño 
institucional basado en la horizontalidad de la gestión (tanto hacia dentro, como hacia 
fuera), lo cual contribuye a reforzar la importancia de las relaciones democráticas.  
 
La concepción esgrimida de alguna manera viene a reforzar las reformas ya 
emprendidas. Sin embargo, acentúa con claridad el impacto del entorno sobre los 
procesos internos, lo que, se afirma, no sólo se podrá manejar con reformas 
estrictamente endógenas (calidad). Por eso, la cuestión de la mejora de la provisión de 
los bienes públicos se entiende necesaria, pero insuficiente, pues no se trata tan sólo de 
ofrecer “buenos servicios”, sino también de abrir las decisiones a un proceso de 
influencia transparente que permita una mayor implicación de la ciudadanía.  
 
De algún modo, las concepciones asociadas a la governance dibujan un escenario de las 
organizaciones públicas global, es decir, no cercenado a sus procedimientos internos. En 
este sentido, se desplaza el problema de la provisión de bienes a un problema sobre el 
diseño institucional (transparencia y responsabilidad) y la toma de decisiones, 
acompañándose de la imagen de un ciudadano activo, cuya implicación pasa por la 
corresponsabilidad del espacio público. Respecto a lo primero, al igual que la NGP, se 
plantea el surgimiento de valores que hacen hincapié en la ‘coherencia’ que las políticas 
públicas tienen que tener con relación a un mismo entorno que demanda actuaciones 
transversales de las administraciones; con relación a lo segundo, se plantea una 
actuación inclinada a incrementar la implicación cívica, lo cual presupone la 
implementación de mecanismos de participación política distintos, a partir de entender 
que el interés público es general y, por tanto, es necesario regular un espacio público. La 
propia Comisión Europea en su Libro Blanco sobre la Governance Europea lo plantea 
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como sigue (CE, 2001: 8): “el concepto de ‘governance’ designa las normas, procesos y 
comportamientos que influyen en el ejercicio de los poderes a nivel europeo, 
especialmente desde el punto de vista de la apertura, la participación, la responsabilidad, 
la eficacia y la coherencia”.  
 
Los desafíos a los que se enfrentan las organizaciones públicas son amplios. Por tanto, 
los mecanismos de participación que acompañen estos procesos tendrán que ser 
distintos a los que habitualmente fueron concebidos para tratar el problema de la 
vinculación con la ciudadanía, en un claro síntoma, como recogían los Informes de la 
OCDE (2001) o el CMCE (2001), por tratar de superar la participación sujeta a 
encuestas de satisfacción, llevándola a un plano de participación activa.  
 
 
c) Los cambios legislativos en Europa. 
 
El problema de las administraciones no va a ser tratado sólo desde la dimensión técnica 
asociada a la provisión de bienes públicos; al menos, en tanto en cuanto se esté 
pensando también alrededor de un escenario social, político y económico en cambio. 
Durante los últimos lustros podemos constatar reformas legislativas en torno al perfil de 
las administraciones públicas y el papel de la participación ciudadana en varios países 
europeos: en el Reino Unido (Local Goverment Act 2000); en Francia (Ley sobre 
democracia de proximidad del 2002); en Holanda (Ley sobre dulcismo y democracia 
local en 2002); en Alemania (elección directa de los alcaldes y posibilidad de hacer 
referéndum en los noventa, promoción por parte del Gobierno Federal y los Länder de 
nuevas formas: “The future of civil engagement” en 2002); en España (Ley de 
Modernización de los gobiernos locales en 2003). Las reformas legislativas 
emprendidas subrayan un importante hito: sin la sociedad y la ciudadanía, la buena 
gestión pierde su valor en la comunidad. Así, se han acentuado dos importantes vías de 
reforma motivadas en un propósito político (renovar la democracia), que pueden 
sintetizarse como sigue: 1) reformas legislativas encaminadas a incrementar la 
transparencia, la responsabilidad y la eficiencia de los gobiernos locales, y 2) fomento y 
desarrollo de procesos de participación ciudadana vinculados al proceso político y al 
diseño de las políticas públicas.  
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En términos generales las reformas legislativas señaladas refuerzan el rol ejecutivo. En 
todos los casos, se evidencia la creencia de que una vinculación directa y más 
objetivable entre el poder ejecutivo y la ciudadanía contribuirá a hacer la gestión más 
transparente, incrementando la responsabilidad en el proceso político. La motivación 
que subraya el conjunto de las reformas descansa en la idea de que las mismas reformas 
pueden incidir directamente en la revitalización de la vida política local. Los resultados 
derivados de las reformas son aún inciertos. Pero se puede subrayar la coincidencia de 
los países europeos en plantear las reformas de acuerdo con la necesidad de modificar 
los sistemas políticos con el objetivo de adecuarse a unas nuevas condiciones junto a las 
cuales se contemplan medidas de participación dirigidas a implicar a la ciudadanía en la 
elaboración de las políticas locales.  
 
Las nuevas reformas refuerzan el poder ejecutivo y, en consecuencia, podríamos pensar 
que se debilita el poder legislativo. En el texto de la Ley, todas las reformas tienen, sin 
embargo, como elemento vertebrador incrementar los aspectos asociados al control 
político, después precisamente de definir funciones diferenciadas entre los cargos 
ejecutivos y los cargos legislativos. La novedad introducida es la consideración de la 
ciudadanía en las funciones de control, más allá de los periodos electorales. Mediante la 
participación se pretende hacer descansar la organización política en procesos 
deliberativos, como el de Francia, que obliga a todos los municipios mayores de 80 mil 
habitantes a la realización de asambleas de barrio, que garanticen una mejor 
gobernabilidad. 
 
En este sentido, se hace patente el esfuerzo por delimitar las reformas dentro de una 
evolución de las instituciones representativas, que, en ningún caso, pretende forzar los 
límites del sistema político, sino adecuarlo a un proceso de cambio que, se piensa, es de 
algún modo ‘inevitable’. Liberar concejales de otras tareas tiene así el objetivo de 
dinamizar la vida política y los debates públicos, garantizando una mayor transparencia 
y un control más exhaustivo de las tareas ejecutivas, lo que plantea con fuerza las tareas 
deliberativas y su fomento en un escenario que suele tener como referencia una política 
local tradicionalmente corporativista. Por ejemplo, la reforma de las administraciones 
locales emprendida por el Estado español recogerá como principal motivación de la 
nueva legislación “el modelo orgánico lastrado por una percepción corporativista de la 
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política local” (Ley 7/2003, Exposición de motivos I). De la misma manera, la 
concepción de la participación ciudadana en el seno del entramado que diseña las 
políticas públicas, dota a la participación de una dimensión de control y transparencia de 
las labores gubernamentales que sobrepasa el perfil tradicional de la participación como 
proceso informativo y consultivo. Otra cuestión, que aquí no abordamos, ciertamente 
será el efecto real de las medidas imaginadas. 
 
Las motivaciones que justifican las reformas inciden significativamente en una situación 
general de desconfianza política, aludiendo a nuevas pautas sociales. Muchas de las 
reformas se remiten al Informe elaborado por el ya citado Comité de Ministros del 
Consejo de Europa (CMCE, 2001). El ejemplo más nítido lo ofrece la Ley sobre la 
‘democracia de proximidad’ en Francia y la instauración de Consejos de barrios, 
abiertos a la participación de toda la ciudadanía. Detrás de ello encontramos una cierta 
orientación a valorar los problemas de la comunidad desde una perspectiva general (más 
que corporativa o sectorial), desde la que el poder ejecutivo no pueda negar su 
responsabilidad hacia el conjunto de la ciudadanía, la naturaleza de unos problemas 
considerados transversales y la importancia de hacer más transparente el proceso de 
toma de decisiones. Igualmente, el esfuerzo por diferenciar y dotar de herramientas de 
control y fiscalización a los concejales sin roles ejecutivos, empuja la función legislativa 
local a tener en consideración la ciudadanía en su acción política, haciendo de los foros 
locales expresión de los problemas de la sociedad. Será en este punto en el que las 
reformas expresen la importancia de la participación e implicación de la ciudadanía en 
las tareas de los representantes políticos, tanto para un poder ejecutivo que tiene que 
tomar decisiones sobre aspectos que afectan a toda la ciudadanía y sobre problemas que 
afectan en mayor o en menor medida a distintos grupos sociales, como para un poder 
legislativo que tiene que expresar las tendencias y divergencias plurales de la 
comunidad política, a la vez que efectuar tareas que velen por la transparencia y 
eficiencia de los gobiernos locales. Para ambas dimensiones o brazos del sistema 
político, la consideración de la participación supone incorporar en su actuación política 
las características deliberativas, una nueva mediación política en un contexto complejo 
en el que, ni unos, ni otros, podrán realizar su trabajo eficientemente al margen de su 
relación con ella.  
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Hay que atender que las reformas fueron diseñadas desde los gobiernos centrales en una 
acción política encaminada a modificar y mejorar las relaciones políticas en las 
ciudades. Desde aquí las reformas habrá que leerlas como un intento por mejorar un 
sistema político en posible crisis de legitimidad, que, sin pretender reformular 
drásticamente el sistema político vigente, introduce en él nuevos mecanismos orientados 
a revitalizar la política local. Esto no quiere decir que las reformas no tengan 
consecuencias importantes y en algunos casos sujetas a debate y crítica, mas cuando las 
reformas son impulsadas de arriba-abajo, sin atender tanto a las peculiaridades locales 
como a la generalización de nuevos diseños institucionales. De aquí que las reformas 
abran un debate acerca del alcance de los nuevos arreglos institucionales y un espacio 
de aplicación que no siempre se actualizará de igual manera. Desde el punto de vista de 
los representantes políticos, como señalaban estudios británicos y holandeses, existe una 
posible tendencia a priorizar los poderes ejecutivos (Stoker et al, 2003; Denters y Klok, 
2002).  
 
En aquellas reformas que fomentan genéricamente la incorporación de nuevas formas 
de implicación ciudadana, dejando a los entes locales libertad para elegir las mismas 
(como en Holanda o el Reino Unido), los representantes políticos muestran una 
orientación a emplear modelos de participación considerados tradicionales y en línea 
con la evolución histórica de la NGP. En el caso holandés, el 80% de las autoridades 
consultadas con la entrada en vigor de la nueva Ley, estaba de acuerdo en incrementar 
el empleo de procesos públicos de consulta, mientras que sólo algo más de un tercio 
apoyaba la implementación de medidas de implicación más directa de la ciudadanía en 
el proceso político (Denters y Klok, 2002: 20). Esto pone en evidencia que los 
representantes políticos locales están inclinados a la idea de una democracia local 
representativa, en la que las relaciones internas (dentro de la Administración) reciben 
ligeramente una mayor consideración que las externas (ciudadanía), como expresan para 
el caso holandés Denters y Klok (2002: 22), lo que subraya la preocupación de los 
representantes políticos por los nuevos roles y habilidades presupuestas por las 
reformas, señalada por Stoker et. al. (2003) para el caso británico. Podemos concluir 
que los propósitos perseguidos por los nuevos arreglos institucionales, reforzando la 
distinción entre poder ejecutivo y poder legislativo, así como introduciendo la 
participación ciudadana en ambos procesos, presuponen un escenario dentro de los 
límites del sistema representativo, aunque inclinado a la deliberación. La puesta en 
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práctica establece diferencias, pero se abre parcialmente un escenario a nuevas formas 
de relación política.  
 
 
d) Nuevos instrumentos de participación ciudadana. 
 
Sin duda, las experiencias de participación puestas en marcha por las administraciones 
(locales, regionales o estatales-federales) son muy heterogéneas. La emergencia de un 
aparente “nuevo orden”, que justifica la necesidad de los cambios, se enmarca para el 
conjunto de ellas en un proceso de modernización administrativa en el que la 
participación ciudadana es introducida como variable relevante. Ésta se asocia al 
término empowerment (dar poder y responsabilidades a la ciudadanía), más que a 
cuestiones de identidad. Desde el punto de vista de la modernización administrativa, la 
participación no presupone una radical transformación de la arquitectura de las 
democracias representativas, aunque suponga una notable consideración de la reforma 
del sistema representativo hacia una democracia en términos más participativos y 
deliberativos. Sin embargo, en ningún caso se deslegitima el orden representativo; muy 
al contrario, se persigue su consolidación mediante la adaptación a cambios sociales y 
económicos que, en muchos casos, son percibidos como inevitables. El objetivo es 
claro: reforzar la legitimidad y la eficiencia de la Administración en un nuevo contexto 
en el que la participación de la ciudadanía exige crear nuevas condiciones 
institucionales 
 
La re-vinculación de la participación con la eficiencia, bajo una nueva concepción de 
gobierno, refuerza si cabe el papel que juega la participación, pues queda asociada a un 
nuevo contexto en el que se distingue de sus tradicionales características como proceso 
informativo o consultivo. Una nueva forma de gobernar demanda nuevas formas de 
participar. En este sentido, la OCDE (2001: 23) distingue tres tipos distintos de 
mecanismos de participación de acuerdo con el tipo de relación implicada en cada uno 
de ellos: 
 
1. Mecanismos informativos. Establecen relaciones en un solo sentido. La 
Administración en este caso produce y provee de información para su uso por 
parte de la ciudadanía. Algunos ejemplos serían los websites de las 
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Administraciones, los bandos municipales, acceso a registros públicos, revistas 
institucionales, etc. 
 
2. Mecanismos consultivos. Establecen relaciones en un doble sentido. Aquí la 
ciudadanía retroalimenta el gobierno. Se basa en la definición a priori, por parte 
del gobierno, de los temas en los que la visión de la ciudadanía será requerida 
con el objetivo de incrementar la eficiencia en la provisión de bienes públicos. 
La Administración define los temas a consultar, crea las cuestiones y dirige el 
proceso, mientras que los ciudadanos son invitados a opinar. Algunos ejemplos 
serían las encuestas de opinión pública, los grupos de discusión, los Consejos 
consultivos. 
 
3. Mecanismos de participación activa. Establecen relaciones basadas en la 
reciprocidad y asociación entre gobierno y ciudadanía. En ella, los ciudadanos se 
implican en la definición del proceso y el contenido de la formación de la 
voluntad política. Aquí se reconoce la igualdad de la ciudadanía a la hora de 
establecer la agenda, proponer alternativas políticas y modelar el diálogo 
político, aunque la responsabilidad de las decisiones siga siendo del Gobierno. 
Algunos ejemplos serían los jurados ciudadanos, las conferencias de consenso, 
etc. 
 
 
Mecanismos de participación (OCDE, 2001). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Los mecanismos de participación que actualmente podemos encontrar son muy variados 
considerando sus fines (informativos, consultivos o activos) o el sujeto político que 
MECANISMOS INFORMATIVOS MECANISMOS CONSULTIVOS MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN ACTIVA
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implican (organizaciones sociales, ciudadanía o ambos). A continuación mostramos una 
relación de nuevos y tradicionales mecanismos de una forma lineal, pues todos ellos se 
solapan y en ningún caso pueden ser considerados contradictorios, teniendo en cuenta 
que es habitual su puesta en marcha simultáneamente. Sin pretender realizar una 
relación exhaustiva de los mismos, se presentan los mecanismos más habituales con el 
objetivo de prestar una mayor atención a los mecanismos de participación activa, su 
funcionamiento e implicaciones. 
 
Cuadro nº1. Mecanismos de participación ciudadana I. 
Fuente: elaboración propia. 
 
Cuadro nº 2. Mecanismos de participación ciudadana II. 
Fuente: elaboración propia. 
 
 
 
Mecanismos informativos • Revistas, propaganda, documentos 
oficiales. 
• Oficina de atención al ciudadano. 
• Uso de web institucional. 
Tradicionales • Encuestas. 
• Consejos Consultivos. 
Mecanismos consultivos 
Innovadores  • Internet interactiva. 
• Planificación urbana. 
• Referéndum. 
• Paneles ciudadanos. 
Deliberativos • Jurados ciudadanos. 
• Conferencias de consenso.  
• Encuestas deliberativas. 
Mecanismos de participación 
activa 
Implicativos  • Planes integrales de barrios. 
• Co-gestión de servicios municipales. 
• Presupuestos Participativos. 
 Informativos Consultivos Participación Activa 
Mecanismos 
participativos de 
base asociativa 
 • Consejos 
Consultivos. 
• Co-gestión de servicios 
municipales. 
 
Mecanismos 
participativos de 
base mixta 
 • Planificación 
urbana. 
• Planes integrales de 
barrios. 
 
Mecanismos 
participativos de 
base individual 
• Revistas, 
propaganda, 
documentos 
oficiales. 
• Uso de web 
institucional. 
• Encuestas. 
• Paneles 
ciudadanos. 
• Internet 
interactiva. 
• Referéndum 
 
• Presupuestos 
Participativos. 
• Jurados ciudadanos. 
• Conferencias de 
consenso.  
• Encuestas deliberativas. 
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La evolución de las experiencias sobre participación ciudadana en Europa muestra de 
por sí un incremento en la implementación de mecanismos de participación activa, 
considerando que su emergencia e implementación se puede situar entre mediados y 
finales de los años noventa del siglo pasado. El impulso generalizado de la participación 
ciudadana en línea con la evolución de la NGP se puede observar en el empleo de 
mecanismos informativos y consultivos. En el Reino Unido, por ejemplo, cerca del 92% 
de los municipios habían empleado hasta 2001 encuestas de satisfacción y programas de 
sugerencias y quejas; algo que está ampliamente difundido y generalizado entre los 
municipios franceses (Milner, 2002), españoles (FEMP, 2001), alemanes (Reichard, 
2002) y holandeses (Denters y Kolk, 2002). En estos casos, la ciudadanía tiene la 
posibilidad de hacer escuchar su voz, aunque de forma desarticulada con el proceso de 
toma de decisiones e individualmente. La atención y consideración prestada por 
mecanismos deliberativos e innovadores es, sin embargo, creciente desde hace diez 
años. La Administración británica, una de las pocas que ha realizado un seguimiento 
pormenorizado del desarrollo de instrumentos de participación, afirma, incluso, que los 
mecanismos orientados al cliente (encuestas) han alcanzado su techo en el Reino Unido 
y señala que son otros mecanismos y modelos participativos los que efectivamente 
aumentan su importancia relativa, como muestra una encuesta realizada en el año 2001 
con objeto de analizar el empleo de distintas formas de participación en la realidad 
local.  
 
En la encuesta realizada a las autoridades locales británicas se distinguían 
analíticamente cuatro tipos distintos de métodos de participación: 1) formas 
tradicionales habitualmente empleadas por las autoridades locales (por ejemplo, 
encuentros públicos, documentos de consulta, sesiones de preguntas); 2) mecanismos 
orientados al cliente que persiguen una mejora en la provisión de bienes públicos 
(encuestas de satisfacción y programas de quejas y sugerencias); 3) métodos 
innovadores que aplican nuevas técnicas (como páginas web interactivas, paneles 
ciudadanos, grupos focales y referéndum); y 4) métodos deliberativos que estimulan la 
implicación deliberativa de la ciudadanía en asuntos públicos (como los jurados 
ciudadanos, análisis de necesidades y de futuro, etc). El empleo de los dos primeros 
tipos de mecanismos disminuyó entre 1998 y el 2001 (ODPM, 2002), incrementando en 
cambio el empleo de los mecanismos innovadores. Desde una secuencia histórica 
 24 
mayor, por ejemplo desde principios de los años noventa, se observa que los 
mecanismos innovadores y deliberativos empiezan a implementarse en 1995, 
experimentando un significativo incremento desde 1998 hasta 2001 con relación a su 
empleo a lo largo de la década. Los mecanismos consultivos dibujan, en cambio, una 
línea continua ascendente desde principios de los años noventa hasta el año 2001, 
aunque su crecimiento disminuye de 1998 a 2001 (ODPM, 2002: 15-16). En la siguiente 
tabla podemos observar la evolución de los mecanismos de participación en el Reino 
Unido entre 1998 y 2001, de acuerdo con el porcentaje de municipios que aplican unos 
u otros mecanismos. 
 
Fuente: ODPM, 2002. 
 
 
                                                 
4 La encuesta realizada por la ODPM fue postal con un grado de respuesta del 55% con relación al 
conjunto de los municipios británicos, lo que significa que respondieron 216 autoridades locales (ODPM, 
2002). 
 
Tabla nº 1. Aplicación mecanismos de participación en los municipios en R.U. 
(1998-2001)4 
 1998 2001 Incremento 
1998-2001 
Encuentros públicos 84% 78% -7.1% Mecanismos 
consultivos 
tradicionales Consulta de documentos 
85% 84% -1.1% 
Encuestas 88% 92% +4.5% Mecanismos 
orientados al 
cliente Programas de Quejas 
y sugerencias 
92% 86% -6.5% 
Grupos Focales 47% 81% +72.3% 
Paneles ciudadanos 17% 71% +317% 
Consejos de barrio 45% 64% +42% 
Internet interactiva 24% 52% +116% 
 
 
 
Mecanismos 
consultivos 
innovadores 
Referéndum 5% 10% +100% 
Jurados ciudadanos 5% 6% +20%  
Mecanismos 
Deliberativos Análisis de necesidades y de 
futuro 
 
43% 
 
58% 
 
+34.8% 
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La importancia que tienen los mecanismos tradicionales de participación en la realidad 
de los municipios europeos es relevante. Dibuja una tendencia larga de la 
modernización de la gestión pública. Sin embargo, al igual que en el caso británico las 
administraciones locales en Europa incorporan cada vez más mecanismos inclinados al 
diálogo y a crear condiciones institucionales que permitan una mayor implicación de la 
ciudadanía en el proceso político. En Francia, aproximadamente el 52% de los 
municipios implementan nuevos mecanismos de participación, según Milner (2002), 
mientras que en Alemania se ha experimentado un significativo incremento en la 
implementación de nuevos mecanismos de participación bajo el marco de un programa 
federal-regional dirigido a revitalizar la vida en barrios en riesgo de exclusión, como 
muestra notablemente la experiencia de Berlín desde 1999 con la aplicación de jurados 
ciudadanos (Sintomer y Khoel, 2002).  
 
La emergencia de estos mecanismos de participación traza una diferencia sustantiva con 
relación a los mecanismos tradicionales. En la mayoría de los casos, los argumentos que 
justifican su puesta en marcha acentúan todos los elementos que los tradicionales 
mecanismos no planteaban directamente, como la necesidad de abordar una acción 
concertada entre Administraciones, la coherencia y transversalidad de la acción pública, 
la participación de la ciudadanía no organizada (habitualmente la mayoría), la atención 
a grupos sociales que no hacen uso de los canales formales de participación y una 
aproximación de la participación al proceso de toma de decisiones como posibilidad de 
crear las condiciones para una mayor implicación de la ciudadanía en los asuntos 
públicos. Todo ello presupone un escenario público configurado de acuerdo con un 
problema común (y no individual), abordado desde los diferentes agentes implicados y 
asociado al problema práctico de la priorización de los recursos limitados, con el 
objetivo de programar las acciones más convenientes. Esto permite pensar alrededor de 
los medios y los fines del espacio público, mediante procesos regulados cuyo objetivo 
es trasladar una priorización sobre las políticas y programas públicos a realizar.  
 
Los nuevos mecanismos de participación se plantean como procedimientos 
transparentes con el objetivo de permitir que la ciudadanía pueda implicarse 
adecuadamente al proceso político. De este modo, los nuevos mecanismos regulan 
procesos encaminados a dotar de información a los participantes, con el objeto de que 
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éstos puedan deliberar posteriormente sobre los elementos positivos y negativos 
tratados, de tal modo que puedan participar en una decisión sobre lo que se cree es más 
conveniente. En este sentido, todos los mecanismos incorporan una fuerte formalización 
interna que regula las tres dimensiones básicas de un proceso de toma de decisiones 
democrático (Hyland, 1995), dejando la ejecución a la Administración, aunque se 
fortalecen las capacidades de control sobre las decisiones adoptadas. Si bien los 
mecanismos no tienen carácter vinculante, su asociación al poder ejecutivo hace que su 
desarrollo quede estrechamente asociado a la influencia de los resultados generados. 
 
Los nuevos instrumentos traen de la mano un escenario público diferente, sobre el cual 
se desarrollan las diferentes experiencias. Primero, se delimita un espacio público para 
tratar los problemas, atribuyendo a los arreglos institucionales un carácter general que 
da un paso hacia delante con relación a una acción pública sujeta a una 
problematización solamente corporativa, fragmentada por sectores y temas. Esto 
permite abordar las cuestiones desde un punto de vista general, mediante mecanismos 
de toma de decisiones conocidos por todos los implicados, lo cual dificulta una acción 
clientelar y fuerza la argumentación pública de los intereses particulares. Mediante los 
espacios institucionales diseñados por estos mecanismos se refuerza la consideración de 
los problemas desde una perspectiva general en la que cada participante siempre tiene 
que contar con la referencia del otro, bien mediante la argumentación y la priorización 
subsecuente, bien mediante la instauración de un marco de igualdad que atribuye a 
todos la palabra y su uso.  
 
En segundo lugar, los nuevos instrumentos presuponen una fuerte organización 
específica mediante técnicas apropiadas que regulan los espacios abiertos. Esto exige un 
esfuerzo previo al que hay que destinar costes y organización, pero fundamentalmente 
plantea la deliberación de una forma previsible y condicionada a unas reglas 
transparentes y compartidas. El nuevo espacio institucional protege la participación de 
todos, estableciendo tiempos para la información, el debate, la reflexión y la decisión, 
mediante técnicas apropiadas que tienen como objeto precisamente la definición plural 
de los problemas y sus alternativas. Aquí destacamos la importancia que adquiere un 
espacio previamente regulado, que distingue un espacio público implicativo, dotado de 
reglas conocidas por los participantes y que permite la concurrencia de la ciudadanía en 
la formación de la voluntad política de una forma activa. 
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Podríamos definir los nuevos mecanismos de participación como aquéllos que crean 
condiciones institucionales necesarias para que la ciudadanía pueda informarse, discutir 
y participar en un proceso de toma de decisiones, dando los tiempos y las secuencias 
necesarias para que un amplio abanico de población, con perfiles y habilidades distintas, 
pueda participar sobre el diseño de las políticas públicas. Esta nueva configuración de la 
participación plantea una acción pública que tiene en cuenta un escenario complejo: la 
multiplicación de relaciones entre las Administraciones y los agentes sociales y 
económicos, la interdependencia de los problemas, la pluralidad irreductible de la 
ciudadanía y la emergencia de un espacio público, así como la necesaria articulación de 
la Administración en su largo proceso de modernización con la ciudadanía desde un 
punto de vista implicativo y deliberativo, no tan sólo como usuaria, sino también como 
ciudadanía activa.  
 
A diferencia de los mecanismos de participación tradicionales, estos nuevos 
mecanismos (por ejemplo, los jurados ciudadanos, las encuestas deliberativas o las 
conferencias de consenso) reúnen algunas características similares que nos van a 
permitir abordar la problemática de la acción pública desde un nuevo escenario, que 
progresivamente parece incorporarse como un modelo más avanzado de participación 
ciudadana en el ámbito local: 
 
1) Son mecanismos orientados a un tipo de participación que llamamos no-
corporativa por diferenciarse de los modos corporativos de actuación basados 
sólo en las necesidades asociativas y en una discusión meramente representativa; 
es decir, por un lado son mecanismos orientados a toda la ciudadanía 
(organizada o no organizada) y, por el otro, abordan los problemas de forma 
general y no sólo a partir de los intereses corporativos de los distintos grupos.  
 
2) Son mecanismos en los que se protege un espacio de diálogo y comunicación, 
con el necesario espacio y tiempo reservado a la información previa, la discusión 
y la toma de decisiones. Eso significa que hay una expresa regulación para 
proteger dichos espacios, dedicando a ello recursos materiales y humanos. 
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3) Son mecanismos vinculados a un proceso de toma de decisiones y, por tanto, 
dirigidos a priorizar políticas y no a tomar posiciones sobre políticas, más allá de 
que ninguno de ellos sea expresamente vinculante. Sin embargo, en última 
instancia estos mecanismos descansan en la relación positiva que se establezca 
entre la participación y su influencia en las políticas públicas.  
 
4) Son mecanismos que presuponen un proceso de toma de decisiones sobre 
asuntos que afectan al conjunto por igual, lo cual provoca la distinción de un 
espacio en el que se parte de la discusión de un problema general y no de la 
negociación entre intereses particulares. Esto implica distinguir un espacio 
público (no estatal) y un espacio privado, convirtiéndose en cuestión a tratar 
aquél y no éste. 
 
5) Muchos de los procesos emprendidos tienen su origen en problemas complejos, 
bien porque se planteen alrededor de cuestiones sensibles para la comunidad que 
es llamada a participar, bien porque se dirigen a plantear una acción concertada 
con poblaciones diversas. En este sentido los mecanismos de participación 
activa buscan la inclusión de los que habitualmente no participan y son 
escasamente representados mediante los canales formales, lo cual no significa 
que se garantice la participación igual de todos en tanto en cuanto no exista una 
muestra aleatoria como en los jurados ciudadanos. 
 
A continuación vamos a describir cuatro de los instrumentos de participación más 
innovadores que en distinto grado, pero paulatinamente, vienen implementando diversas 
administraciones europeas, con el objeto de mostrar su funcionamiento y diseño en 
términos generales: las encuestas deliberativas, los jurados ciudadanos, las conferencias 
de consenso y los presupuestos participativos. Dos de ellos no se aplican directamente 
sobre el ámbito municipal, lo que nos habla también de las posibilidades que existe de 
plantear procesos participativos a escalas mayores.  
 
1) Encuestas deliberativas. 
 
Origen: EE.UU y Reino Unido (1994). Son empleadas a escala nacional principalmente, 
aunque se pueden utilizar a escalas territoriales más pequeñas sin problemas. 
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Descripción de su funcionamiento. Se selecciona aleatoriamente una muestra de 
población con objeto de realizar una encuesta sobre un tema específico. Transcurrido un 
tiempo (cuatro o seis semanas), las mismas personas seleccionadas son invitadas 
durante unos pocos días a reunirse en un lugar concreto para formar parte de un proceso 
deliberativo acerca del mismo tema de la encuesta. Durante el proceso deliberativo, los 
participantes discuten en pequeños grupos y tienen la posibilidad de escuchar y 
preguntar a expertos en el tema y a representantes políticos. Habitualmente, es 
retransmistido por la TV, lo que permite que la ciudadanía pueda seguir las 
deliberaciones de los participantes. 
 
Al finalizar el proceso deliberativo, los participantes rellenan de nuevo la encuesta. Con 
ello se puede ver si el proceso en el que los participantes han podido obtener 
información especializada y han podido discutir sobre el tema en concreto, ha hecho 
modificar las opiniones originales. El resultado final de la encuesta habitualmente se 
entrega y distribuye entre las administraciones de los diferentes niveles territoriales. El 
objetivo final es permitir que un microcosmos realice recomendaciones después de 
implicarse en un proceso deliberativo. La obra de Fishkin (1996) ha tratado 
ampliamente los aspectos de la democracia deliberativa asociada al empleo de nuevos 
instrumentos de participación, como las encuestas deliberativas. 
 
Ejemplos5:  
a) Manchester, 1994 (R.U) 
 
Ciudadanos seleccionados (300) para discutir sobre el incremento de la criminalidad en 
el Reino Unido. La pregunta a responder era la siguiente: “El incremento del crimen: 
¿qué podemos hacer a ese respecto?”. El 38% de los participantes respondieron 
finalmente que era necesario enviar más condenados a prisión, lo que contrasta con el 
57% que afirmaba lo mismo en una encuesta paralela a nivel nacional. Las conclusiones 
sacadas fueron que si la ciudadanía estuviera bien informada y estuvieran motivados 
políticamente, el dato relevante sería el primero: es decir, el 38%, más que el 57%, 
estaría de acuerdo con esa medida, contemplándose otras medidas alternativas. 
                                                 
5 (Fishkin y Luskin, 2000) 
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b) Austin, 1996 (Texas, EE.UU) 
 
Llamado Convención Nacional (NIC), se centró sobre tres aspectos: política 
internacional de EE.UU, política económica y el papel jugado por la familia 
estadounidense. Fueron seleccionadas 600 personas, aunque el 25% (141) rechazaron 
tomar parte en el proceso. Los participantes (459) fueron entrevistados sobre los tres 
temas y se les dio material relacionado con ellos con antelación al encuentro del NIC 
durante un fin de semana. Durante el proceso se discutió en pequeños grupos los tres 
temas y tuvieron la oportunidad de preguntar a representantes de los dos partidos 
mayoritarios (demócratas y republicanos). El NIC fue retransmitido por la CBS, cadena 
de TV nacional. Al final del proceso el 19% de los participantes había cambiado sus 
respuestas previas. 
 
2) Conferencias de consenso. 
 
Origen: Dinamarca (1987). Desde 1987 en Dinamarca se han celebrado más de 25 
Conferencia de consenso. Posteriormente se han organizado conferencias de consenso 
en el Reino Unido, Holanda, Finlandia o EE.UU. 
 
Descripción de su funcionamiento. Son foros deliberativos con un reducido grupo de 
ciudadanos que discuten  habitualmente sobre cuestiones científicas y tecnológicas con 
una relevancia política y social destacable. Se produce una selección de unos 15 
participantes, que previamente han respondido a un anuncio en los periódicos (aunque, 
por ejemplo, en las Conferencias en EE.UU los participantes fueron seleccionados 
aleatoriamente). Los participantes se encuentran tres veces a lo largo del proceso en tres 
fines de semana. Durante los dos primeros, los participantes discuten aspectos generales 
relacionados con los temas de la Conferencia y establecen preguntas que serán 
respondidas y vueltas a discutir en el tercer y último encuentro, que es ya un foro 
público. En este foro público, los participantes tienen la oportunidad de escuchar y 
preguntar a expertos, académicos y representantes de grupos de intereses. Después de 
un proceso de deliberación, los participantes, llevados por un moderador, son 
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empujados a alcanzar un consenso. El informe resultante es ampliamente publicitado en 
los medios de comunicación, a la vez que se entrega al Parlamento. 
 
Ejemplo: Noruega, 1996 (OCDE, 2001) 
 
Conferencia de consenso sobre la modificación genética de los alimentos. Una vez 
puestos los objetivos perseguidos (discutir sobre la alteración genética de los 
alimentos), se pone un anuncio en el periódico. De las 400 personas que se ponen en 
contacto, son elegidas 16, siguiendo unos criterios previamente fijados. A continuación 
se realiza un seminario durante dos fines de semana con las 16 personas, donde se 
preparan cuestiones para los expertos y es guiado por un facilitador. A continuación se 
seleccionan 60 expertos, de los cuales se eligen 15 siguiendo criterios previamente 
fijados. Los expertos finalmente seleccionados se preparan de acuerdo también con las 
preguntas elaboradas por los participantes. La conferencia tiene lugar finalmente 
durante 4 días. En el primero de ellos, cada experto tiene 20 minutos para hablar. El 
segundo día se dedica a seguir discutiendo con nuevas preguntas de los participantes o 
la audiencia. Durante el tercer y cuarto día, los participantes (16) trabajan en su informe, 
presentándolo finalmente a la Conferencia. Los resultados son ampliamente 
publicitados por la TV y los periódicos. 
 
3) Los jurados ciudadanos (Consejos ciudadanos). 
 
Origen: Alemania y EE.UU en los años setenta. Su extensión, no obstante, se realiza a 
mediados de los años noventa, por ejemplo, en el Reino Unido, España (Cataluña y el 
País Vasco), Australia. En el Reino Unido se iniciaron en 1996 y hasta ahora cerca de 
100 jurados ciudadanos fueron implementados.  
 
Descripción de su funcionamiento. Una pequeña muestra de participantes son 
seleccionados aleatoriamente (15-30). Todos asisten a una sesión plenaria, donde 
expertos, interesados en la temática a debatir y grupos de intereses, muestran sus puntos 
de vista. Los participantes pueden entrar a discutir y deliberar en pequeños grupos. Una 
vez se han explorado los temas y las alternativas, los participantes realizan 
recomendaciones. Los temas discutidos suelen ser temas de relevancia política y 
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persiguen mejorar y legitimar el proceso tradicional de toma de decisiones. Los temas 
tratados son muy amplios, incluyendo temas territoriales, urbanos, medioambientales, 
de salud o agricultura. Además, puede tener como objetivo una dimensión local, 
regional o estatal. 
 
En España los jurados ciudadanos han sido principalmente implementados por 
autoridades locales en el País Vasco y Cataluña. En la mayoría de los casos han tratado 
temas urbanísticos y no cuestiones políticamente controvertidas, aunque en el ejemplo 
que adjuntamos vemos como se pueden abordar cuestiones controvertidas política y 
socialmente. El grado de rechazo a participar en ellos es relativamente bajo en las 
experiencias españolas, entre un 1% y un 10%, lo cual presume una alta receptividad a 
los mismos (Subirats, 2004: 42). En los jurados ciudadanos de Berlín, por ejemplo, el 
grado de rechazo para participar alcanzó el 80% (Sintomer y Koehl, 2002: 34). 
 
A diferencia de los dos mecanismos anteriores, el jurado ciudadano habitualmente se 
implementa teniendo como referencia una escala local. Su objetivo, en este sentido, no 
es simplemente comunicar una deliberación de acuerdo a la implicación de actores 
ciudadanos, aunque no tiene naturaleza vinculante. Más bien persigue priorizar una 
actuación pública. Por eso, con los jurados ciudadanos es más sensible el grado de 
efectividad existente entre la priorización surgida del proceso y su aplicación ejecutiva.  
Font et al. (2000) realiza una evaluación de 12 jurados ciudadanos realizados en España, 
habiendo finalizado nueve de ellos con una clara vinculación al diseño de programas o 
actuaciones públicas en los siguientes años. Tres de ellos fueron sustituidos 
posteriormente por Planes estratégicos. 
 
Ejemplo: Reino Unido, 2003 (Curtain, 2003). 
 
La Agencia Alimentaria británica (Food Standard Agency) realizó un jurado ciudadano 
con el objetivo de considerar si los productos transgénicos podían ser comprados 
libremente en el país. Durante tres días, los ciudadanos seleccionados aleatoriamente 
pudieron escuchar a diferentes grupos de intereses, a favor y en contra, además de a 
expertos. Al final del proceso, la mayoría decidió que se pudieran comprar productos 
transgénicos, aunque una importante minoría (6 de 15) estaba en desacuerdo. El 
dictamen del jurado ciudadano acompañó su decisión con medidas a realizar, como una 
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continua información a la ciudadanía sobre investigaciones ulteriores de los productos 
transgénicos y un efectivo etiquetado de los productos que incorporaran elementos 
transgénicos que identificara fácilmente a los mismos. 
 
 
4) Presupuestos Participativos6. 
 
Origen: Brasil (1989). Durante los años noventa se extiende por Brasil, donde cerca de 
150 municipios realizan la gestión local mediante los Presupuestos Participativos en el 
2003. A finales de los noventa traspasa las fronteras brasileñas hacia países 
latinoamericanos (sobre todo Ecuador y Perú, pero también Colombia o Argentina). 
Finalmente a partir del 2000 se empieza a implementar en algunos municipios en 
Europa (sobre todo España, Italia, Francia y Alemania). 
 
Descripción de su funcionamiento. Es el mecanismo más ambicioso, empleando una 
dimensión extensiva de la participación ciudadana. El objetivo que se persigue es 
implicar a la ciudadanía en un proceso de toma de decisiones vinculado a la gestión de 
la Administración. No se hace selección previa, sino que se invita al conjunto de la 
población a participar en las asambleas de forma voluntaria. Normalmente, se hacen tres 
fases. La primera fase se dirige a presentar el proceso, rendir cuentas de las decisiones 
adoptadas en el año anterior y fijar las reglas internas participativamente; la segunda 
fase se dirige a recoger mediante deliberación en asambleas públicas las propuestas 
ciudadanas; y la tercera fase se dirige a priorizar y tomar la decisión final para presentar 
una propuesta conjunta a la Administración. Como los anteriores instrumentos, la 
cuestión de la representatividad está a debate. Por otro lado, la crítica general más 
importante se dirige a constatar la dificultad de articular el interés general y los intereses 
particulares, pudiéndose en algunos casos entender que se priman los intereses 
particulares. Sin embargo, los Presupuestos Participativos en España, por ejemplo, en 
los diferentes municipios donde se implementan, definen previamente unos criterios de 
justicia social que permiten vincular lo particular y lo general de acuerdo con un 
horizonte de justicia distributiva. Esto, además, aporta el mayor potencial del proceso al 
realizarse una regulación del espacio público que iguala las oportunidades de influir en 
                                                 
6 Para obtener una visión panorámica de los Presupuestos Participativos en España y Europa se puede 
consultar: Ganuza y Álvarez, 2003; Sintomer, 2004. 
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la toma de decisiones política. El proceso, de cualquier forma, es complejo y requiere 
una importante implicación de la Administración 
 
En el cuadro siguiente se pueden observar las características generales de los cuatro 
instrumentos de participación de los que hablamos, resaltando las posibles ventajas e 
inconvenientes de cada uno de ellos. 
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CUADRO Nº 3. RESUMEN DE LOS INSTRUMENTOS DE INNOVACIÓN DEMOCRÁTICA. 
 
Instrumento Participantes  Costes  Proceso de 
selección 
participantes 
Vinculaciones con Proceso político Ventajas Inconvenientes 
Encuestas 
deliberativas 
250-600 Alto Muestra aleatoria 
de ciudadanos 
No está vinculado a ningún proceso 
político, pero puede influir en la 
opinión pública. 
-Muchos ciudadanos pueden 
estar implicados. 
- Frecuentemente televisados 
los debates, con lo que permite 
alcanzar una amplia audiencia. 
- No hace falta alcanzar 
consenso, lo que permite 
considerar bien la diversidad. 
Hay menos grados de 
deliberación y menos grados de 
información que en otros 
instrumentos. 
Conferencias 
de consenso 
10-16 (más 
una audiencia 
de unos 300) 
Medio 1) Ciudadanos que 
responden a 
anuncios 
2) Muestra 
aleatoria. 
Por ejemplo, en Dinamarca está 
vinculado al Comité de investigación 
del Parlamento. 
- Los ciudadanos pueden 
tomar parte de discusiones que 
exigen altos conocimientos. 
- Bien publicitado estimula la 
discusión pública. 
- Sólo un pequeño numero de 
ciudadanos participan (poca 
representatividad) 
- El papel jugado aquí por los 
expertos es más acentuado, lo 
que puede disminuir el papel de 
la ciudadanía. 
Jurados 
ciudadanos 
15-30 Medio-bajo Muestra aleatoria 1) Iniciativa de la Administración 
2) No vinculado a ningún ámbito 
administrativo (EE.UU) 
3) Al finalizar se exige una respuesta 
de las autoridades políticas (Europa) 
 
- Tratan un amplio abanico de 
temas a nivel local, regional y 
estatal. 
- Gran implicación y 
educación cívica de los que 
participan 
Pequeño número de 
participantes, aunque más 
representativo que las 
conferencias de consenso, al 
introducir el sorteo. 
Presupuestos 
Participativos 
Entre el 1% y 
2% de la 
población 
(40.000 en 
Porto Alegre; 
3.000 en 
Córdoba; 400 
en Puente 
Genil) 
Alto: 
reorganización 
de recursos y 
organización 
de la 
Administración 
Participación 
voluntaria 
No es vinculante, pero al ser una 
iniciativa de la Administración está 
íntimamente vinculado a las 
decisiones públicas del ejecutivo. 
- Participan muchos 
ciudadanos y hay un alto 
grado de implicación en los 
procesos públicos. 
- Gran implicación y 
educación cívica de los que 
participan. 
 
- Es un instrumento que  
requiere una gran implicación 
de la Administración y  
los representantes políticos. 
Hay mucha participación,  
pero no se rige por principios  
representativos. 
 
Fuente: elaboración propia. 
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III. La participación en España. 
 
 
En España, la implementación de mecanismos participativos ha sido y es un proceso 
muy heterogéneo que desde los años ochenta del siglo pasado dibuja un escenario en 
continuo movimiento, pero que no responde a una estrategia planificada desde el 
Estado. Ante la falta de una iniciativa clara y concreta sobre estos aspectos desde la 
Administración central, las administraciones locales asumieron la necesidad de generar 
procesos participativos que dieran cuenta de las demandas ciudadanas y el proceso de 
cambio político experimentado a lo largo de los últimos treinta años. Este proceso ha 
hecho que muchas administraciones locales tomaran iniciativas novedosas, aunque 
también se puede observar una planificación de la participación similar en muchos 
municipios, como veremos a continuación. 
 
La Ley básica que regula las Corporaciones locales españolas data de 1985 y, si bien ha 
sido objeto de continuas reformas, todos aquellos elementos asociados a la participación 
ciudadana fueron escasamente tratados (hasta la reciente Ley de Medidas para la 
Modernización de los Gobiernos Locales del 2003), lo que dejaba a los entes locales 
mucha iniciativa para desarrollar la participación ciudadana recogida en la Constitución 
(artículo 23.1) y en la propia Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local. En este 
sentido, una de las medidas más relevantes de los años ochenta entre las 
administraciones locales fue el impulso que recibió la instauración de marcos 
reguladores para la participación ciudadana, con el objetivo tanto de subsanar los vacíos 
reguladores en este ámbito, como la necesidad de capitalizar una regulación 
ampliamente demandada por la ciudadanía. Los Ayuntamientos españoles optaron en 
este camino por establecer Reglamentos de Participación Ciudadana (RPC) con el 
objetivo de institucionalizar y dar amparo normativo a la participación ciudadana dentro 
de los límites legales. Córdoba sería la primera Administración local en elaborar en 
1979 el RPC, a la que seguirían un importante ingente de municipios. Durante el 
periodo comprendido entre 1987-1991 más del 70% de los municipios mayores de 100 
mil habitantes elaboraron los RPC (Font y Gomá, 2001). Actualmente el 52% de los 
municipios de más de 10.000 habitantes dispone de RPC, según el estudio realizado por 
la FEMP en el año 2001. La evolución de la participación en los municipios españoles 
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se puede dibujar distinguiendo tres periodos, que más que reflejar cortes temporales, 
dibujan el auge de nuevas iniciativas que vienen a solaparse con las anteriores: 
 
1) 1980-1990: creación de Reglamentos de Participación Ciudadana y Consejos 
Consultivos de base asociativa; 
2) 1990-1995: creación de experiencias de co-gestión asociativa en ámbitos de 
políticas sociales y culturales (gestión asociativa de servicios y Centros 
cívicos); 
3) 1995-2000: procesos participativos mixtos (asociaciones y ciudadanos no-
organizados) en las Agendas 21 y nuevos Planes Estratégicos, además de 
mecanismos deliberativos como los jurados ciudadanos. 
 
Los Reglamentos de Participación Ciudadana dibujaron un escenario de la participación 
dominado por las asociaciones, las cuales en la primera etapa protagonizaron la 
interlocución con los gobiernos mediante la creación de Consejos Consultivos, 
sectoriales o territoriales. Los Consejos, aún vigentes hoy y amparados en la reforma 
legislativa emprendida en el 2003, se conciben como plataformas de interlocución de 
los gobiernos municipales con el tejido asociativo de cada sector o territorio. En su 
momento se trataba de dotar de un marco formal y estable a las múltiples relaciones de 
cada concejalía con su red asociativa, de tal modo que pudieran contar con una 
interlocución estable y cualificada sobre los problemas concretos de cada área de 
gestión. En este caso, se hizo primar una lógica sectorial y corporativa, tanto por su 
funcionamiento, como por los sujetos implicados. El 60% de los municipios mayores de 
10 mil habitantes habían constituido Consejos Sectoriales en el año 2000 (FEMP, 
2001). Sin embargo, en la mayoría de los grandes municipios (65,4%) la presencia de 
esos Consejos en la vida local responde a un funcionamiento irregular, amparado en 
dinámicas puntuales, más que a un planteamiento global de democracia de consejos, 
como vendría a instituir la Ley de la democracia de proximidad en Francia. En el ámbito 
de las competencias, los Consejos se concentran mayoritariamente en áreas de política 
social y cultural, y desde 1995 surgen Consejos en torno a temáticas transversales, como 
cooperación, inmigración, sostenibilidad, servicios sociales, igualdad, etc., utilizándose 
mucho menos en áreas económicas o urbanísticas (Font y Gomá, 2001).  
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La existencia de consejos y la canalización de la participación a través de ellos fue una 
idea ampliamente compartida en Europa, aunque muy desigualmente ejecutada. En 
Francia en 1982 se crearon desde la Administración central Consejos consultivos de 
barrio en las tres grandes ciudades de la metrópoli (París, Lyon y Marsella), lo cual 
vuelve a ser objeto de reforma en el 2002. Sin embargo, al igual que ocurrió en España, 
las administraciones locales francesas impulsaron de forma desigual la creación de 
Consejos de barrio consultivos, sin un patrón estatal y genérico. En Alemania, por 
ejemplo, existen Consejos en casi todas las grandes ciudades y en algunos casos sus 
miembros son elegidos directamente por la ciudadanía (Subirats, 2004), mientras en el 
Reino Unido desde 1998 al 2001 los Consejos de barrio se incrementaron un 42% entre 
los municipios británicos (ODPM, 2002). La heterogeneidad de los Consejos en 
Alemania, Francia y Reino Unido, tanto en su formación como en sus funciones, tiene 
lugar dentro de un contexto institucional compartido por todos los Consejos. Estos 
tienen características consultivas, siendo operativos en campos de actuación muy 
diversos (cultura, desarrollo, medioambiente, inmigración), como sucede en España. En 
todos estos países, incluido España, los Consejos de barrio o distrito no tienen la 
oportunidad de encontrar un marco de actuación superior como la ciudad, por lo que 
suelen actuar desconectados unos de otros y en torno a cuestiones directamente 
vinculadas a los barrios. Igualmente ocurre con los Consejos Sectoriales, que quedan 
sujetos a tratar los temas de interés del Consejo, sin posibilidad de adoptar una 
perspectiva más general que vincule la cuestión sectorial a otras políticas o problemas 
que se salgan del ámbito objeto del Consejo. En España, los Consejos son espacios de 
participación sólo de asociaciones, además de un concejal municipal del equipo de 
gobierno. En Francia, lo habitual es que sean el alcalde, los concejales y las 
asociaciones quienes designen consejeros. 
 
Siguiendo la lógica sectorial, entre 1990 y 1995, en España las Administraciones locales 
emprenden iniciativas dirigidas a la participación asociativa en la gestión de programas 
y servicios municipales, incorporando la participación de las asociaciones directamente 
en la gestión pública. La mayoría de los municipios españoles mayores de 100 mil 
habitantes (67,2%) hacen un uso intensivo de esta fórmula, que se basa 
fundamentalmente en vincular algunos tipos de asociaciones a la gestión, pero sin 
ningún tipo de relación formal con el diseño de las políticas generadoras de los servicios 
gestionados. Hacia el año 2000, en el 75% de los municipios mayores se había 
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implantado esta co-gestión en equipamientos deportivos y de tiempo libre, en el 27,3% 
se extendía a servicios culturales y sólo en el 20% se llevaba a programas 
sociosanitarios (Font y Gomá, 2001). 
 
A mediados de los años noventa, siguiendo una lógica territorial, se formulan Planes 
Integrales a escala de barrio con el objetivo de emprender acciones integrales en barrios 
con riesgo de exclusión. A diferencia de los programas iniciados en el Reino Unido y en 
Alemania en 1999, en España no vienen precedidos de un marco general de aplicación a 
nivel estatal o autonómico, siendo en la mayoría de los casos iniciativas aisladas, 
aunque parten de la cooperación de administraciones de diferentes niveles (municipal, 
autonómica y estatal, y en la mayoría de los casos con fondos de la Unión Europea). 
Hasta el año 2000 sólo se habían desarrollado en un 20% de los Ayuntamientos en dos 
direcciones: a) procesos de regeneración de centros históricos, que articulan la 
participación por medio de la declaración de ARI (Área de Rehabilitación Integrada), 
por ejemplo en barrios de Barcelona, Salamanca, Vitoria, Valencia, etc; y b) actuaciones 
de choque en barrios periféricos degradados con fuerte implicación de AA.VV (Madrid, 
Barcelona, Córdoba, Albacete, etc.). Los Planes Integrales de barrio tienen el mismo 
objetivo que en el Reino Unido y Alemania, anteponiendo una acción general sobre un 
barrio específico, lo cual rompe la lógica corporativa de la participación instaurada con 
los Consejos consultivos. Habitualmente, los planes integrales están concebidos para 
una participación asociativa, aunque aquí ya se empieza a abrir a otros actores no 
necesariamente vinculados a las asociaciones (Font y Gomá, 2001). 
 
Durante la segunda mitad de los años noventa (1995-2000), los municipios españoles 
inician un nuevo proceso de participación en la planificación urbana o medioambiental 
(Planes Estratégicos y Agendas 21). Los procesos emprendidos han abordado, con un 
efecto desigual, la necesidad de coordinación entre instituciones y entre los agentes 
sociales y económicos residentes, pero también, con más o menos fuerza, se han 
inclinado a incorporar mediante mecanismos participativos a la ciudadanía tanto 
organizada como no organizada. Alrededor del 40% de las ciudades mayores de 
100.000 habitantes habían iniciado procesos de planificación estratégica en el 2000 y en 
más del 50% en ciudades de 200 mil habitantes. En el caso de las Agendas 21, cerca del 
90% de las ciudades de más de 200 mil habitantes las habían implementado parcial o 
completamente en el año 2002 (Subirats, 2004: 35). Si consideramos estos procesos 
 40 
generales en la realidad local del Estado español, alcanzando objetivos desiguales, 
observamos una tendencia a considerar que la planificación urbana no tiene sentido al 
margen de la ciudadanía, además de establecer habitualmente procesos deliberativos 
alrededor de las cuestiones transversales para el desarrollo de los municipios. Sus 
efectos, a menudo, son inciertos por la escasa relevancia pública que tienen en la gestión 
política y por la a veces deficitaria capacidad que muestran para considerar una amplia 
participación, aunque ésta sea una de las líneas vertebradoras programadas. Sin 
embargo, presuponen un escenario participativo diferente, con implicaciones distintas, 
que coinciden con una apertura de la participación hacia ámbitos más transversales, en 
los que se empieza a contar directamente con ciudadanos individualmente y se plantea 
la necesidad de articular lo participativo con la gestión. 
 
Este periodo de apertura en las iniciativas participativas, generalizándose en España la 
puesta en marcha de Agendas 21 y Planes Estratégicos, más allá de su impacto real 
sobre las políticas públicas y la gestión local, introdujo nuevos aires a la participación 
creando un escenario proclive a emprender nuevas experiencias participativas. Es 
ciertamente plausible pensar que sobre dicho escenario es desde el que en España 
empiezan a florecer, desde hace pocos años, otras experiencias que plantean la 
participación desde otra dimensión, en la que se considera la deliberación, el uso de la 
participación más cualificada y modelos más vinculados a procesos de toma de 
decisiones. En estos casos, a partir de finales de los años noventa y principios del 2000, 
se puede hablar de la emergencia de nuevos instrumentos de participación, sobre todo 
con la puesta en marcha de los jurados ciudadanos en el País Vasco y Cataluña, de los 
presupuestos participativos en Andalucía, Cataluña y la región de Madrid, o la puesta en 
marcha de la primera Encuesta Deliberativa en Andalucía para el 2006.  
 
En el País Vasco, los jurados ciudadanos reúnen aproximadamente quince participantes 
designados por sorteo entre los ciudadanos residentes y tienen como objeto discutir y 
tomar una decisión sobre un problema municipal. En la mayoría de los casos son 
cuestiones urbanísticas (Subirats, 2004). Los presupuestos participativos, por el 
contrario, se dirigen a toda la ciudadanía mediante asambleas públicas con el objetivo 
de discutir y priorizar una parte del gasto municipal. En ambos casos, la participación de 
la ciudadanía no organizada es uno de los objetivos perseguidos, tratando de 
complementar la participación asociativa; pero, sobre todo, significan llevar la 
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participación a un escenario deliberativo y no sólo consultivo o informativo. Esto 
muestra de qué modo la evolución de la participación en España dibuja una tendencia a 
incorporar nuevos mecanismos de participación, extendiendo los sujetos de la 
participación e incorporando la idea de una acción pública más amplia. En el cuadro nº4 
vemos una tipología de los mecanismos de participación que podemos encontrar 
actualmente en España. 
 
Cuadro nº4  
Fuente: Font y Gomá (2001) . 
 
La tendencia de las administraciones a incorporar nuevos mecanismos va de la mano de 
una concepción más amplia del espacio público. Se incluye en él al conjunto de la 
ciudadanía, vinculando un proceso de definición política a los conflictos y diferencias 
de los vecinos en tanto en cuanto se revelan como actores afectados. En su seno, la 
pluralidad de la ciudadanía puede contribuir con sus propios sesgos a la formación de la 
voluntad política, para lo cual los nuevos mecanismos de participación protegen 
institucionalmente espacios de deliberación y decisión que permitan su incorporación a 
un proceso de modulación política. Se pone de manifiesto una tendencia a implementar 
nuevos mecanismos que incorporan al proceso político actores no especializados y 
evoca un espacio no jerárquico de toma de decisiones.  
 
La emergencia de esta nueva mediación en la vida política se inserta en un proceso 
histórico de modernización administrativa en el que se acentúa la vinculación entre la 
Mecanismos de participación en las Administraciones locales en España. 
 
 De tipo Sectorial De tipo Territorial Ámbito ciudad 
Mecanismos 
participativos de 
base asociativa 
Consejos Sectoriales 
 
Co-gestión de 
servicios y Centros 
Cívicos 
Consejos de barrio o 
distrito 
 
Planes integrales de 
barrio  
 
 
Mecanismos 
participativos de 
base mixta 
Agendas 21  Planes 
Estratégicos 
Mecanismos 
participativos de 
base individual 
Jurados ciudadanos 
 
Encuesta 
Deliberativa 
 Presupuestos 
Participativos 
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eficiencia y la participación. De un modo estratégico, como en Alemania, Francia o el 
Reino Unido, o de un modo menos estructurado, como en España, las administraciones 
locales plantean un proceso de transformación política en el que la ciudadanía ocupa un 
lugar clave, entendiendo que la gestión eficiente no puede prescindir de la ciudadanía en 
su diseño, decisión y ejecución. Los cambios que podemos seguir en la evolución de los 
mecanismos de participación ciudadana nos permiten pensar en una evolución de los 
procesos de legitimación inclinada a incorporar en su seno a la ciudadanía. Esto no 
quiere decir que la participación tradicional, protagonizada fundamentalmente por las 
asociaciones, disminuya su importancia. Desde el punto de vista de la Administración 
en España, por ejemplo, la FEMP detecta un incremento del apoyo financiero dado a las 
asociaciones por parte de las Administraciones locales. En el año 1998, sólo el 46% de 
los municipios mayores de 10 mil habitantes apoyaba financieramente a los colectivos, 
mientras que en el año 2000 eran ya el 63%. Durante esos años disminuye la cantidad 
media destinada a las mismas (un 7,4%), lo cual puede reflejar, más que una 
disminución efectiva, el aumento de los municipios con un presupuesto específico para 
ello. Durante esos años, sin embargo, el presupuesto específico de las Administraciones 
locales de más de 10 mil habitantes para desarrollar la participación ciudadana en sus 
municipios aumentaría cerca de un 25% (FEMP, 2001), lo que refleja el impulso y la 
consideración de la participación en general por parte de las administraciones locales 
españolas. Este impulso es también el que precede a la puesta en marcha de jurados 
ciudadanos y presupuestos participativos en España, el que plantea la necesidad de 
abordar la planificación urbana a partir de una base ciudadana más amplia, mecanismos 
que, aunque no estén generalizados como los tradicionales mecanismos de 
participación, surgen en un momento en el que el escenario público se amplía, en el que 
emergen nuevos instrumentos que implican una delimitación de los actores y las 
funciones de la participación distintos. Su trato y consideración nos avanza una 
tendencia a re-organizar las relaciones entre el gobierno y la ciudadanía, bajo modelos 
de participación que se caracterizan por plantear un principio de inclusión absoluto, 
asociado a la deliberación y la toma de decisiones pública o a la influencia en ella y en 
torno a un espacio público abierto. 
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